	Reforma de la Ley de Asociaciones Mutuales (*)

	La Ley Nº 25.374 corrigió en buena parte falencias de la Ley Nº 20.321, si bien subsisten aspectos que deberán ser contemplados por una reforma integral en la materia.
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	Con fecha 02.01.2001 se publicó en el Boletín Oficial el texto de la Ley Nº 25.374, que modifica diversos artículos de la Ley Nº 20.321 (Ley de Asociaciones Mutuales).

Al igual que las cooperativas y los sindicatos, las asociaciones mutuales, creadas bajo la influencia de ideas y sentimientos solidarios aportados por las corrientes inmigratorias que poblaron nuestro país, exhiben una tradición centenaria. 

Tras muchos decenios de aplicación de las disposiciones generales del Código Civil sobre asociaciones civiles, las mutuales obtuvieron su primer ordenamiento autónomo a través del Decreto-Ley Nº 24.499/45 (Primera Ley Orgánica de Mutualidades), sustituida en 1973 por la Ley Nº 20.321. Esta última recibió fuertes críticas en varios de sus artículos, y auspiciosamente, la nueva Ley Nº 25.374 viene a corregirlas, al menos en buena parte. 

El art. 5º de la Ley Nº 20.321 establecía que a los fines de cumplir con las prestaciones enunciadas en el art. 4º del mismo cuerpo legal, "las mutualidades podrán celebrar convenios entre sí y con otras entidades que tengan fines solidarios". La interpretación restrictiva de esta norma por la autoridad de aplicación (actualmente Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social) constituía un serio escollo para la celebración de convenios necesarios para el funcionamiento de las entidades.

Según el art. 5º reformado, "las mutuales podrán asociarse y celebrar toda clase de contratos de colaboración entre sí y con personas de otro carácter jurídico para el cumplimiento de su objeto social, siempre que no desvirtúen su propósito de servicio".

Posiblemente el aspecto más criticado de la Ley Nº 20.321 haya sido la norma del art. 35 inc. c), que otorgaba a la autoridad de aplicación la facultad discrecional de intervenir las entidades, sin causa ni plazo establecidos. El ejercicio arbitrario de esta facultad, contraria a los principios generales en la materia, dio lugar a reiteradas denuncias, más aún frente a intervenciones prolongadas ejercidas por funcionarios retribuidos con honorarios a cargo de la entidad afectada, que usualmente llevaban a su vaciamiento total.

La Ley Nº 25.374 derogó ese inciso, agregando en su lugar, como art. 35 bis, el siguiente texto: "La autoridad de aplicación podrá solicitar al juez competente: 1. La nulidad de las resoluciones de los órganos sociales cuando fueran contrarias a la ley, el estatuto o los reglamentos. 2. La intervención de los órganos de administración y fiscalización de la mutual cuando realicen actos o incurran en omisiones que importen grave riesgo para su existencia". Las asociaciones mutuales pasar a recibir así un tratamiento más adecuado, similar al dispensado a las cooperativas según el art. 100, inc. 10., ap. b) de la Ley Nº 20.337. 

Según el criticado art. 37 de la Ley Nº 20.321, "las asociaciones mutualistas no podrán ser concursadas civilmente. En caso de solicitarse su concurso civil, los jueces deberán dar intervención al Instituto Nacional de Acción Mutual para que resuelva, si así correspondiere, la intervención y/o liquidación social. En consecuencia, no serán de aplicación a las entidades mutuales las disposiciones de la Ley de concursos l9.551". 

La apariencia protectiva de la norma ocultaba una doble amenaza. Convertía a las entidades en sujetos indeseables de crédito, de modo que solo podían acceder a financiaciones pagando tasas varias veces superiores a las que abonaría un ente de similar dimensión económica pero de distinta naturaleza jurídica. Además, resurgía el fantasma de la discrecionalidad administrativa, bajo las formas de intervención o liquidación social. La nueva redacción del art. 37 solucionó la cuestión en forma simple y positiva: "Las mutuales quedan comprendidas en el régimen de la Ley 24.522".

Por último, la Ley Nº 25.374 agregó el art. 41 bis, según el cual "el Estado nacional autorizará la retención del importe de las cuotas sociales y cargos por servicios de sus empleados que lo soliciten a favor de sus respectivas mutuales, en las condiciones que establezca la reglamentación. Los importes retenidos serán ingresados a las mutuales dentro de los cinco días de haberse abonado los haberes. Igual procedimiento regirá para los jubilados y pensionados nacionales. Se invitará a los gobiernos provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y a los empleadores privados a adoptar medidas similares".

Queda asegurada así la participación de las asociaciones mutuales en la figura operativa conocida como “código de descuento”, motivo de controversias, sobre todo desde la sanción del Decreto PEN Nº 691/2000, que habilitó un Registro de Entidades autorizadas, incluyendo a las asociaciones mutuales y también a los organismos públicos, asociaciones sindicales de trabajadores con personería gremial, asociaciones de empleadores, obras sociales, cooperativas y entidades bancarias y financieras comprendidas en la Ley Nº 21.526.

La Resolución Secretaría de Hacienda Nº 353/2000 reguló el procedimiento aplicable por las entidades interesadas en participar en la operatoria. Desde entonces, la Secretaría de Hacienda otorga autorizaciones para operar en la modalidad del denominado "código de descuento" a entidades de las diversas clases enumeradas por el Decreto PEN Nº 691/2000.

Por otra parte, el Decreto PEN "de necesidad y urgencia" Nº 1099/2000, adecuó la redacción del art. 14, inc. b) de la Ley Nº 24.241 sobre Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, a la enunciación de entes realizada por el Decreto PEN Nº 691/2000; y en cuanto concierne expresamente a cooperativas y mutuales, la Resolución Nº 10/2001 del INAES fijó el contenido de las certificaciones que expedirá el Organismo a efectos de lo previsto por el Decreto PEN Nº 691/2000 y la Resolución SH Nº 353/2000.

Frente al principio general de intangibilidad del salario, derivado de la naturaleza tuitiva del derecho laboral, el otorgamiento de la atribución de practicar determinadas retenciones sobre las remuneraciones que constituye la esencia del denominado "código de descuento", configura un privilegio a favor de los entes autorizados para ello. Tal privilegio sólo estaría éticamente justificado si a través del mismo los beneficiarios accedieran a préstamos y otras prestaciones con costos razonablemente bajos, porque la aplicación del "código de descuento" minimiza tanto el riesgo de incobrabilidad como componente esencial del costo financiero, cuanto el costo administrativo, en virtud de la automaticidad del procedimiento. Si tal reducción no se verifica realmente, estaremos ante una apropiación indebida de rentas monopólicas, consumada bajo un paraguas solidario.

La Ley Nº 25.374 subsanó buena parte de las falencias contenidas en la Ley Nº 20.321. Pero aún así, subsisten aspectos que demandarán futura correción. En cuanto afecta al interés de los matriculados, la legislación debería establecer que los estados contables de las asociaciones mutuales serán presentados de conformidad con las normas profesionales pertinentes. Debería instituirse la obligatoriedad de que las asociaciones mutuales cuenten con un servicio de Auditoría Externa desde su constitución y hasta que finalice su liquidación, en forma similar a lo previsto para las cooperativas por el art. 81 de la Ley Nº 20.337. Concordantemente, debería establecerse que en las funciones que demandan competencia profesional (Ley Nº 20.321, art. 17, incs. a), b) y d), el órgano de fiscalización deberá sustentar su opinión en el Informe del Auditor Externo.

Para proteger el patrimonio social, similarmente a lo previsto para las cooperativas por el art. 6º de la Ley Nº 20.337, la legislación debería consagrar la prohibición de que las asociaciones mutuales se transformen en entes de otra naturaleza jurídica. 

Formalmente, requeriría corrección la heterogeneidad terminológica de la ley vigente, que se refiere indistintamente a asociaciones mutuales, mutuales, asociaciones, mutualidades, entidades mutuales, asociaciones mutualistas y entidades a secas.

En otro orden de cosas, subsiste para las asociaciones mutuales que realizan intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos financieros bajo la denominación de servicio de ayuda económica, la situación conflictiva abordada por el Decreto PEN Nº 1367/93, que otorgó expresamente al Banco Central facultades de fiscalización genéricamente establecidas en la Ley Nº 21.526 de Entidades Financieras.

El Banco Central reguló el tema mediante las comunicaciones "A" 2257, "A" 2387 y "A" 2805. Esta regulación es resistida por directivos de las entidades. El espíritu lucrativo que anima a la Ley Nº 21.526 no se compadece con el ánimo solidario de la actividad mutual. Desde el punto de vista formal, las asociaciones mutuales no aparecen entre las clases de entidades financieras mencionadas por la enunciación no taxativa del art. 2º de esa ley, ni tampoco figuran entre las formas jurídicas admitidas para la constitución de alguna clase de entidades financieras por el art. 9º del mismo cuerpo legal. La Ley de Entidades Financieras debería incorporar a las asociaciones mutuales que prestan el servicio de ayuda económica como clase específica de entidad financiera, respetando su naturaleza y otorgándoles facultades acordes con la operatoria que realizan. Las entidades abandonarían así su actual estado de marginalidad.

A modo de síntesis, puede afirmarse que la Ley Nº 25.374 corrigió en buena parte falencias de la Ley Nº 20.321, si bien subsisten aspectos que deberán ser contemplados por una reforma integral en la materia.
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